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RECURSO DE REVISIÓN 

EXPEDIENTE: 581/2024. 

SUJETO OBLIGADO: SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA (SSP). 

COMISIONADO PONENTE: LICENCIADO EN DERECHO, MAURICIO MORENO MENDOZA. 

 

ANTECEDENTES: 

• Fecha de solicitud de acceso: El veintisiete de septiembre de dos mil veinticuatro, registrada con el número de 

folio 311217124000210, en la que se requirió: ¿Cuántas veces se ha aplicado en los centros penitenciarios locales 

el Protocolo 28 relativo a la “Atención a Lesiones o Muertes en Custodia” desde su creación por la Conferencia 

Nacional del Sistema Penitenciario hasta la fecha? • Del número de veces de aplicación del Protocolo 28, ¿en 

cuántas de estas se ha aplicado en casos de mujeres privadas de libertad?  

• Fecha en la que se notifica el acto reclamado: El día treinta de septiembre de dos mil veinticuatro. 

• Acto reclamado: La declaración de incompetencia por el Sujeto Obligado. 

• Fecha de presentación del recurso: El día cuatro de octubre de dos mil veinticuatro. 

 

   CONSIDERANDOS: 

Normatividad Consultada: 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán. 

Código de la Administración Pública de Yucatán.  

Reglamento del Código de la Administración Pública de Yucatán. 

Ley Nacional de Ejecución Penal.  

Código Nacional de Procedimientos Penales.  

 

Sujeto Obligado que resulta competente La Secretaría General de Gobierno, a través de la Subsecretaría de 

Prevención y Reinserción Social. 

 

Conducta: En fecha treinta de septiembre de dos mil veinticuatro, la Unidad de Transparencia de la Secretaría de 

Seguridad Pública, hizo del conocimiento del ciudadano la repuesta recaída a la solicitud de acceso que nos ocupa, 

en la cual peticionó:  “¿Cuántas veces se ha aplicado en los centros penitenciarios locales el Protocolo 28 

relativo a la “Atención a Lesiones o Muertes en Custodia” desde su creación por la Conferencia Nacional del 

Sistema Penitenciario hasta la fecha?, Del número de veces de aplicación del Protocolo 28, ¿en cuántas de 

estas se ha aplicado en casos de mujeres privadas de libertad?”; inconforme con esta, en fecha cuatro de 

octubre del referido año, el recurrente interpuso el medio de impugnación que nos compete, resultando procedente 

en términos de la fracción III del artículo 143 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.   

 

Admitido el presente medio de impugnación, se corrió traslado a la Secretaría de Seguridad Pública, para que 

dentro del término de siete días hábiles siguientes al de la notificación del referido acuerdo, manifestara lo que a su 

derecho conviniera, según dispone el artículo 150 fracciones II y III de la Ley General de la Materia; siendo el caso, 

que dentro del término legal otorgado para tales efectos el Sujeto Obligado a través de la Unidad de Transparencia 

los rindió, advirtiéndose la existencia del acto reclamado, así como su intención de reiterar su respuesta inicial. 
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Del análisis efectuado a las constancias que fueren hechas del conocimiento del particular por la Plataforma 

Nacional de Transparencia, se desprende que mediante oficio número SSP/DJ/ME-43834/2024 de fecha treinta de 

septiembre de dos mil veinticuatro, el Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad Pública, manifestó lo siguiente: 

“Derivado de lo anterior me permito informarle que con fundamento en el numeral 53 fracción II de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán y el artículo 136 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, el artículo 37 fracción I inciso c, d, e, f y g, del Reglamento del 

Código de la Administración Pública del Estado de Yucatán, la Secretaría General de Gobierno, así mismo la 

Fiscalía General del Estado y/o el Poder Judicial, pudieran contar con dicha información.”. 

 

En ese sentido, atendiendo al contenido de la información solicitada, conviene establecer la 

normatividad que resulta aplicable, a fin de poder valorar la conducta del Sujeto Obligado. 

 

El Código de la Administración Pública del Estado de Yucatán, determina: 

 

“… 

Artículo 22.- Para el estudio, planeación y despacho de los asuntos, en los diversos ramos de la 

Administración Pública del Estado, el Poder Ejecutivo contará con las siguientes dependencias:  

I.- Secretaría General de Gobierno; 

… 

Artículo 30.- A la Secretaría General de Gobierno le corresponde el despacho de los siguientes 

asuntos:  

…  

XVIII.- Establecer las políticas y programas relativos y administrar a los Centros de Reinserción Social 

del Estado, así como al Centro Especializado en la Aplicación de Medidas para Adolescentes;  

…  

XX.- Aplicar, en el ámbito de su respectiva competencia, la Ley Nacional de Ejecución Penal;  

…” 

 

El Reglamento Código de la Administración Pública del Estado de Yucatán, manifiesta: 

 

Artículo 37. Para el ejercicio de las atribuciones que le confiere el Código y el despacho de los asuntos 

de su competencia, esta Secretaría contará con la siguiente estructura:  

I. Subsecretaría de Prevención y Reinserción Social:  

… 

Artículo 40. Al Subsecretario de Prevención y Reinserción Social le corresponde el despacho de los 

siguientes asuntos:  

… 

II. Fungir como autoridad penitenciaria y desempeñar las funciones que para tal efecto establezcan el 

artículo 15 y otras disposiciones de la Ley Nacional de Ejecución Penal, para lo cual se apoyará en la 

Dirección de Ejecución;  

III. Planear y coordinar la administración y operación del sistema penitenciario, así como supervisar el 

adecuado funcionamiento de los centros penitenciarios y de internamiento del estado;  

… 
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IX. Las demás que establezcan, principalmente, para el ejercicio de las atribuciones que, en su 

carácter de autoridad penitenciaria le correspondan, el Código Nacional de Procedimientos Penales, la 

Ley Nacional de Ejecución Penal y otras disposiciones legales y normativas aplicables. 

 

Asimismo, la Ley Nacional de Ejecución Penal, expresa: 

 

“… 

Artículo 3. Glosario  

Para los efectos de esta Ley, según corresponda, debe entenderse por: 

 I. Autoridad Penitenciaria: A la autoridad administrativa que depende del Poder Ejecutivo Federal o de 

los poderes ejecutivos de las entidades federativas encargada de operar el Sistema Penitenciario; 

… 

Artículo 10. Derechos de las mujeres privadas de su libertad en un Centro Penitenciario  

Además de los derechos establecidos en el artículo anterior, las mujeres privadas de la libertad 

tendrán derecho a:  

… 

II. Recibir trato directo de personal penitenciario de sexo femenino, específicamente en las áreas de 

custodia y registro. Tratándose de la atención médica podrá solicitar que la examine personal médico 

de sexo femenino, se accederá a esa petición en la medida de lo posible, excepto en las situaciones 

que requieran intervención médica urgente. Si pese a lo solicitado, la atención médica es realizada por 

personal médico de sexo masculino, deberá estar presente un miembro del personal del Centro 

Penitenciario de sexo femenino;  

III. Contar con las instalaciones adecuadas y los artículos necesarios para una estancia digna y 

segura, siendo prioritarios los artículos para satisfacer las necesidades de higiene propias de su 

género;  

IV. Recibir a su ingreso al Centro Penitenciario, la valoración médica que deberá comprender un 

examen exhaustivo a fin de determinar sus necesidades básicas y específicas de atención de salud; 

V. Recibir la atención médica, la cual deberá brindarse en hospitales o lugares específicos 

establecidos en el Centro Penitenciario para tal efecto, en los términos establecidos en la presente 

Ley; 

… 

Artículo 14. De la Autoridad Penitenciaria  

La Autoridad Penitenciaria organizará la administración y operación del Sistema Penitenciario sobre la 

base del respeto a los derechos humanos, el trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la 

salud y el deporte, como medios para procurar la reinserción de la persona sentenciada a la sociedad 

y procurar que no vuelva a delinquir, y supervisará las instalaciones de los Centros Penitenciarios para 

mantener la seguridad, tranquilidad e integridad, de las personas privadas de la libertad, del personal y 

de los visitantes, ejerciendo las medidas y acciones pertinentes para el buen funcionamiento de éstas. 

Corresponde al Poder Ejecutivo Federal o Local, según su competencia, a través de las Autoridades 

Penitenciarias señaladas en las disposiciones legales, la ejecución material de la prisión preventiva, 

así como de las sanciones y medidas de seguridad previstas en las leyes penales, así como la 

administración y operación del Sistema Penitenciario.  

Artículo 15. Funciones de la Autoridad Penitenciaria  
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La Autoridad Penitenciaria deberá llevar a cabo las siguientes funciones básicas:  

I. Garantizar el respeto a los derechos humanos de todas las personas que se encuentren sujetas al 

régimen de custodia y vigilancia en un Centro Penitenciario;  

… 

VI. Autorizar el acceso a particulares y autoridades a los Centros Penitenciarios, quienes deberán 

acatar en todo momento las disposiciones aplicables y de seguridad aplicables, en los términos, 

condiciones y plazos que establece esta Ley;  

…  

Artículo 28. Bases de datos generales  

La Autoridad Penitenciaria estará obligada a establecer los registros fidedignos necesarios con 

información precisa respecto al Centro Penitenciario que contenga: 

… 

XII. Las declaratorias de emergencia, fugas, incidencias, lesiones y muertes en custodia;  

… 

Artículo 33. Protocolos  

La Conferencia dictará los protocolos que serán observados en los Centros Penitenciarios. La 

Autoridad Penitenciaria estará obligada a cumplir con los protocolos para garantizar las condiciones de 

internamiento dignas y seguras para la población privada de la libertad y la seguridad y bienestar del 

personal y otras personas que ingresan a los Centros. La Conferencia dictará protocolos, al menos, en 

las siguientes materias:  

… 

V. De manejo de motines, evasiones, incidencias, lesiones, muertes en custodia o de cualquier otra 

alteración del orden interno; 

…” 

 

Establecido lo anterior, se advierte que la Secretaría General de Gobierno, le corresponde entre diversas 

funciones: organizar dirigir y supervisar los Centros Integrales de Seguridad Pública; auxiliar al Ministerio Público y a 

las autoridades judiciales y administrativas, cuando sea requerido para ello; conformar y determinar la organización y 

el funcionamiento de comandancias o grupos, y las demás que le otorguen el Reglamento del Código de la 

Administración Pública del Estado de Yucatán y otras disposiciones normativas aplicables; siendo que cuenta con 

una Subsecretaría de Prevención y Reinserción Social, de conformidad al artículo 40 del Reglamento del Código 

de la Administración Pública de Yucatán, es la responsable de fungir como autoridad penitenciaria y desempeñar las 

funciones que para tal efecto establezcan el artículo 15 y otras disposiciones de la Ley Nacional de Ejecución Penal, 

para lo cual se apoyará en la Dirección de Ejecución; planear y coordinar la administración y operación del sistema 

penitenciario, así como supervisar el adecuado funcionamiento de los centros penitenciarios y de internamiento del 

estado, y las demás que establezcan, principalmente, para el ejercicio de las atribuciones que, en su carácter de 

autoridad penitenciaria le correspondan, el Código Nacional de Procedimientos Penales, la Ley Nacional de 

Ejecución Penal y otras disposiciones legales y normativas aplicables. 

 

Que acorde al artículo 28 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, la autoridad penitenciaria estará obligada a 

establecer los registros fidedignos necesarios con información precisa respecto al Centro Penitenciario que 

contenga: Las declaratorias de emergencia, fugas, incidencias, lesiones y muertes en custodia. 
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Ahora, es necesario establecer que de conformidad con el artículo 53 fracción II de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán, los sujetos obligados podrán negar la información solicitada 

previa demostración y motivación que efectuaren de que esta no se refiere a alguna de sus facultades. 

  

En tal postura, el ordinal 136 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

establece que “en los casos que las Unidades de Transparencia determinen la notoria incompetencia por parte de 

los Sujetos Obligados para atender una solicitud de acceso, deberán hacerla del conocimiento del ciudadano dentro 

de los tres días posteriores a la recepción de la solicitud, señalando en caso de poder determinarlo, al Sujeto 

Obligado competente; por otra parte, si resultaren competentes para atender parcialmente la solicitud, darán 

respuesta respecto a dicha parte de información, y sobre la cual sean incompetente procederán conforme a lo 

previamente establecido.”.  

 

Al respecto, la incompetencia implica que de conformidad con las atribuciones conferidas a la dependencia o 

entidad, no habría razón por la cual ésta deba contar con la información solicitada, en cuyo caso se tendría que 

orientar al particular para que acuda a la instancia competente; confirma lo anterior el artículo 45, fracción III, de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, al disponer que entre las funciones que tienen las 

Unidades de Transparencia, se encuentra auxiliar a los particulares en la elaboración de solicitudes que formulen y 

también a orientarlos sobre los Sujetos Obligados que pudieran tener la información que requiriesen. 

 

Asimismo, respecto a la figura de incompetencia, de lo previsto en los puntos Vigésimo Tercero, y Vigésimo 

Séptimo, del capítulo V, denominado “Trámite de las Solicitudes de Acceso a la información” de los Lineamientos 

que establecen los procedimientos internos de atención a solicitudes de acceso a la información pública, publicadas 

en el Diario Oficial de la Federación el día doce de febrero de dos mil dieciséis, se establece el procedimiento a 

seguir por parte de la Unidad de Transparencia o Área según sea el tipo de incompetencia, pudiendo ésta ser: 

notoria, parcial y no notoria; así también, el Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Protección de Datos Personales, en homologación a los lineamientos, y de conformidad con los artículos 45 fracción 

III y 136 de la Ley General, previamente citados, publicó en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán, el 

día veinte de diciembre de dos mil dieciocho, el Criterio 03/2018, que establece el “PROCEDIMIENTO A SEGUIR 

PARA LA DECLARACIÓN DE INCOMPETENCIA DE UN SUJETO OBLIGADO RESPECTO A LA INFORMACIÓN 

QUE DESEA OBTENER UN CIUDADANO, POR PARTE DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA O ÁREA SEGÚN 

EL TIPO DE INCOMPETENCIA QUE SE ACTUALICE, PUDIENDO ÉSTA SER: NOTORIA, PARCIAL Y NO 

NOTORIA”, debiéndose cumplir con lo siguiente: 

 

a) Cuando la Unidad de Transparencia, con base en su Ley Orgánica, decreto de creación, estatutos, reglamento 

interior o equivalentes, determine que el Sujeto Obligado es notoriamente incompetente para atender la 

solicitud de información, deberá comunicarlo al solicitante dentro de los tres días hábiles posteriores a su 

recepción y señalar al solicitante el o los sujetos obligados competentes. 

b) Si el sujeto obligado ante quien se presenta la solicitud es parcialmente competente para atenderla, deberá 

dar respuesta a la parte o la sección que le corresponde y proporcionará al solicitante el o los Sujetos 

Obligados que considere competentes para la atención del resto de la otra parte de la solicitud. 

c) En caso que el área determine que la información solicitada no se encuentra en sus archivos, ya sea por una 

cuestión de inexistencia o incompetencia que no sea notoria, deberá notificarla al Comité de 

Transparencia, dentro de los cinco días siguientes en que haya recibido la solicitud por parte de la Unidad de 
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Transparencia, y acompañará un informe en el que se expongan los criterios de búsqueda utilizados para su 

localización, así como la orientación correspondiente sobre su posible ubicación. El comité de Transparencia 

deberá tomar las medidas necesarias para localizar la información y verificará que la búsqueda se lleve a 

cabo de acuerdo con criterios que garanticen la exhaustividad en su localización y generen certeza jurídica; o 

bien verificar la normatividad aplicable a efecto de determinar la procedencia de la incompetencia sobre la 

inexistencia; en tal situación, la Unidad de Transparencia deberá orientar al particular sobre la Unidad de 

Transparencia que la tenga y pueda proporcionársela. 

 

Precisado lo anterior y valorando la conducta del Sujeto Obligado, se desprende que sí resulta ajustada a 

derecho la declaración de incompetencia, pues de conformidad a la normatividad aplicable al caso que nos 

ocupa, no resulta competente para conocer de la información requerida, toda vez que, a la Secretaría de 

General de Gobierno a través de la Subsecretaría de Prevención y Reinserción Social, tomando en cuenta que en el 

Estado de Yucatán, es quien funge como autoridad penitenciaria, y a quien le corresponde entre diversas 

atribuciones: desempeñar las funciones que para tal efecto establezcan el artículo 15 y otras disposiciones de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal, para lo cual se apoyará en la Dirección de Ejecución; planear y coordinar la 

administración y operación del sistema penitenciario, así como supervisar el adecuado funcionamiento de los centros 

penitenciarios y de internamiento del estado, y las demás que establezcan, principalmente, para el ejercicio de las 

atribuciones que, en su carácter de autoridad penitenciaria le correspondan, el Código Nacional de Procedimientos 

Penales, la Ley Nacional de Ejecución Penal y otras disposiciones legales y normativas aplicables. 

 

En mérito de todo lo anterior, se determina que sí resulta acertada la respuesta de fecha treinta de 

septiembre de dos mil veinticuatro, mediante la cual el Sujeto Obligado declaró su incompetencia para conocer de 

la información solicitada, otorgando la debida fundamentación y motivación que respaldare su dicho; es decir, por lo 

primero, efectuó la cita de los preceptos legales aplicables al caso, y por lo segundo, proporcionó las razones, 

motivos o circunstancias especiales que tomó en cuenta para sostener que en efecto dentro de las atribuciones de 

las áreas que conforman a la Secretará de Seguridad Pública, no existe alguna relacionada con la información 

requerida; dicho de otra forma, su proceder sí se encuentra ajustado a derecho, pues informó al particular que no era 

competente para poseer la información solicitada, ya que dentro de su estructura no existe área alguna que ostente 

facultades, competencias o funciones administrativas, para poseer la información peticionada; máxime, que orientó 

al ciudadano a realizar su solicitud de acceso ante la autoridad que a su juicio resulta competente, a saber, la 

Secretaría General de Gobierno; por lo que, la incompetencia del Sujeto Obligado, quedó plenamente acreditada 

con la consulta efectuada por éste Órgano Garante a las disposiciones normativas en cuestión; por lo tanto, se 

advierte que la autoridad cumplió con el procedimiento para declararse incompetente, mismo que se puede observar 

en el Criterio 03/2018 emitido por el Pleno de este Instituto, cuyo rubro es “PROCEDIMIENTO A SEGUIR PARA 

LA DECLARACIÓN DE INCOMPETENCIA DE UN SUJETO OBLIGADO RESPECTO A LA INFORMACIÓN QUE 

DESEA OBTENER UN CIUDADANO, POR PARTE DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA O ÁREA SEGÚN EL 

TIPO DE INCOMPETENCIA QUE SE ACTUALICE, PUDIENDO ÉSTA SER: NOTORIA, PARCIAL Y NO 

NOTORIA.”, así como lo referido en el artículo 136, en su primer párrafo de la Ley General de la Materia. 

 

Sentido: Se confirma la respuesta emitida por parte de la Secretaría de Seguridad Pública.  

 
SESIÓN: 05/DICIEMBRE/2024. 

KAPT/JAPC/HNM. 

 


